	[image: image1.wmf]
	OFFICE OF THE HIGH COMMISSIONER  FOR HUMAN RIGHTS
	[image: image2.wmf]



1994/10.  Situación de los derechos humanos en Sudáfrica


La Comisión de Derechos Humanos,


Recordando sus resoluciones 1989/5 de 23 de febrero de 1989, 1990/26 de 27 de febrero de 1990, 1991/21 de 1º de marzo de 1991, 1992/19 de 28 de febrero de 1992, y 1993/9 de 26 de febrero de 1993,


Recordando la Declaración sobre el Apartheid y sus consecuencias destructivas para el Africa meridional, adoptada por la Asamblea General en la resolución S-16/1 de 14 de diciembre de 1989, y la necesidad de que se apliquen plenamente sus disposiciones,


Recordando también el informe del Comité Especial contra el Apartheid (A/48/22), el cuarto informe del Secretario General sobre los progresos logrados en la aplicación de la Declaración (A/48/691) y los informes del Secretario General sobre el enfoque coordinado del sistema de las Naciones Unidas para las cuestiones relativas a Sudáfrica (A/48/467 y Add. 1) y sobre las medidas concertadas y eficaces para la eliminación del apartheid (A/46/499),


Habiendo examinado el informe provisional del Grupo Especial de Expertos sobre el Africa Meridional (E/CN.4/1994/15),


Acogiendo con beneplácito la positiva evolución política que ha tenido lugar en el marco de la reanudación de las negociaciones multipartidistas sobre la celebración de elecciones del 26 al 28 de abril de 1994 y el establecimiento del Consejo Ejecutivo para el Período de Transición, la finalización de la Constitución para el Período de Transición y las subsiguientes medidas para crear la Comisión Electoral Independiente y la Autoridad Independiente de Radiodifusión,


Acogiendo asimismo con beneplácito la aprobación por las partes en las negociaciones multipartidistas de la Constitución para el Período de Transición y el Proyecto de Ley Electoral,


Tomando nota con satisfacción de que en la Constitución para el Período de

Transición se ha tomado conocimiento del gran número de instrumentos internacionales de derechos humanos,


Tomando nota de que, aunque el Gobierno de Sudáfrica ha adoptado medidas positivas, incluida la derogación de algunas de las principales leyes del apartheid y la revisión de las leyes sobre seguridad, todavía persisten importantes obstáculos para conseguir un clima propicio al ejercicio de una actividad política libre,


Tomando nota además de que, aunque el Gobierno de Sudáfrica ha adoptado medidas positivas para modificar el sistema de educación racial, todavía persisten numerosos obstáculos,


Gravemente preocupada porque la persistente violencia sigue amenazando con socavar el proceso de cambio pacífico mediante la celebración de elecciones pacíficas que han de tener lugar del 26 al 28 de abril de 1994,


Subrayando la necesidad de robustecer y reforzar los mecanismos establecidos en Sudáfrica conforme al Acuerdo Nacional de Paz, y destacando la necesidad de que todas las partes cooperen en la lucha contra la violencia, practiquen la moderación y participen en las próximas elecciones,


Acogiendo complacida la adopción del párrafo 16 de la parte I y del párrafo 19 de la parte II de la Declaración y el Programa de Acción de Viena (A/CONF.157/23) por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, en que la Conferencia Mundial celebró los progresos realizados en el desmantelamiento del apartheid y deploró los persistentes actos de violencia encaminados a frustrar el desmantelamiento del apartheid por medios pacíficos,


Acogiendo asimismo complacida la mayor atención prestada por la comunidad internacional a la cuestión de la violencia en Sudáfrica y en particular el despliegue en Sudáfrica de observadores de las Naciones Unidas, de la Organización de la Unidad Africana, del Commonwealth y la Comunidad Europea para promover los objetivos del Acuerdo Nacional de Paz y las próximas elecciones,


Acogiendo complacida además el acontecimiento positivo de la concesión de la ciudadanía a los habitantes de los llamados "territorios patrios", a la vez que toma nota de que las reformas encaminadas a incorporarlos en el marco jurídico, político y administrativo de Sudáfrica todavía no han sido llevadas enteramente a la práctica,


Preocupada por el hecho de que la detención sin acusación siga siendo posible en derecho, como sucede, por ejemplo, en virtud de los artículos 29 y 50 de la Ley de seguridad interior, así como en virtud de la Ley de seguridad pública,


Recalcando la importancia de los poderes que puede ejercer el Ministerio de Justicia y Orden Público para declarar una situación de urgencia e imponer las medidas oportunas, con sujeción al control ejercido por el Consejo Ejecutivo para el Período de Transición,


Hondamente preocupada ante el hecho de que ciertos partidos de derecha y la Alianza por la Libertad, así como algunos territorios, hayan amenazado con boicotear las próximas elecciones, 


Gravemente perturbada por las desigualdades socioeconómicas en Sudáfrica y las repercusiones negativas acumuladas del apartheid sobre los derechos sociales, económicos y culturales de la mayoría de la población de Sudáfrica, y en particular por sus nocivos efectos en las mujeres y en los niños, 


Acogiendo complacida el éxito de las negociaciones entre el Gobierno de Sudáfrica y las principales partes interesadas con objeto de establecer las modalidades de una constitución no racial y democrática, así como el establecimiento del Consejo Ejecutivo para el Período de Transición,


Reconociendo la importante función que la comunidad internacional y el Centro de Derechos Humanos pueden desempeñar prestando ayuda al nuevo Gobierno y al pueblo de Sudáfrica para superar la herencia del apartheid y promover el respeto de todos los derechos humanos, con inclusión de los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales,


1.
Toma nota del informe provisional del Grupo Especial de Expertos sobre Africa meridional (E/CN.4/1994/15) y elogia al Grupo de Trabajo por la actualizada documentación que ha aportado sobre la situación de los derechos humanos en Sudáfrica;


2.
Reafirma su apoyo a la lucha legítima del pueblo de Sudáfrica por la total erradicación del apartheid y su derecho a establecer un sistema no racial y democrático compatible con la Carta Internacional de Derechos Humanos;


3.
Pide a las autoridades de Sudáfrica que ejerzan eficazmente su responsabilidad de mantener el orden público, poner fin a la violencia y enjuiciar a sus autores y proteger a todos los ciudadanos independientemente de su afiliación política;


4.
Pide asimismo a todas las partes que se abstengan de nuevos actos de violencia;


5.
Insta encarecidamente al Gobierno de Sudáfrica a que aplique plenamente las recomendaciones de la Comisión de Investigación de actos de violencia e intimidación públicas (Comisión Goldstone) y coopere con la Comisión con miras a realizar nuevas investigaciones acerca del funcionamiento y las operaciones de las fuerzas de seguridad y otras unidades armadas;


6.
Encomia al Secretario General por las medidas adoptadas para resolver los aspectos relacionados con las elecciones previstas del 26 al 28 de abril de 1994 que eran motivo de preocupación y le invita a que acelere los planes para la intervención de las Naciones Unidas en el momento oportuno;


7.
Apoya las recomendaciones del Secretario General con el fin de desplegar más observadores en Sudáfrica para promover los objetivos del Acuerdo Nacional de Paz y le insta a que siga atendiendo los problemas señalados en su informe, que corresponden al ámbito de competencia de las Naciones Unidas;


8.
Insta a todas las partes a que apliquen, como cuestión de urgencia, los acuerdos para conceder una amnistía general e incondicional a todas las personas sentenciadas por actividades contra el apartheid que se consideren políticamente motivadas;


9.
Hace un llamamiento a la comunidad internacional para que ayude a los grupos de derechos humanos y humanitarios, e impulse su función, con el fin de que éstos puedan ayudar a las víctimas del apartheid y a los presos políticos liberados, y para que mantenga bajo vigilancia la situación de los derechos humanos en Sudáfrica;


10.
Exhorta a las autoridades de Sudáfrica a que adopten las medidas jurídicas y administrativas necesarias para abolir, con rapidez e incondicionalmente, todos los "territorios patrios" restantes y el "sistema de bantustanes" con el fin de reincorporarlos a Sudáfrica y a que velen por que 

la población de esos territorios pueda participar libremente en las elecciones y por que todos los partidos políticos puedan organizar campañas electorales sin ser objeto de intimidación;


11.
Insta asimismo a las autoridades sudafricanas a que garanticen que no se permitirá a ninguna parte perturbar el proceso democrático que culminará en las elecciones previstas del 26 al 28 de abril de 1994 y a que garantice asimismo la instalación de un número adecuado de cabinas electorales en todo el territorio de Sudáfrica;


12.
Encarece además a las autoridades de Sudáfrica la necesidad de abordar con seriedad y urgencia el problema de las personas carentes de tierras y las graves desigualdades existentes en la propiedad de la tierra con el fin de suscitar una atmósfera de estabilidad duradera en Sudáfrica;


13.
Insta de nuevo a las autoridades sudafricanas a que deroguen las restantes leyes discriminatorias de apartheid, introduzcan las medidas jurídicas y administrativas necesarias para corregir las desigualdades económicas arraigadas y apliquen y hagan cumplir sin demora esas normas en las esferas de la educación, la salud, la vivienda, el bienestar social y el trabajo doméstico y agrícola;


14.
Invita al nuevo Gobierno de Sudáfrica a que adopte y ratifique los importantes instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial y la Convención Internacional contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, además de los instrumentos que ya haya suscrito;


15.
Pide la sustitución del actual sistema de educación racial por un sistema de educación no racial;


16.
Exhorta a la comunidad internacional a que apoye, con las medidas que se consideren apropiadas, el frágil y crítico proceso de transición que está en marcha en Sudáfrica; 


17.
Reitera el llamamiento a todos los gobiernos para que observen plenamente el embargo obligatorio de armas y la petición al Consejo de Seguridad de que continúe vigilando eficazmente la aplicación del embargo, tal como se decidió en las resoluciones 418 (1977) de 4 de noviembre de 1977, 558 (1984) de 13 de diciembre de 1984 y 591 (1986) de 28 de noviembre de 1986 del Consejo de Seguridad;


18.
Insta a todas las partes en Sudáfrica, incluso aquéllas que no participaron plenamente en las conversaciones multipartidistas, a que respeten los acuerdos alcanzados durante las negociaciones, reafirmen su dedicación a los principios democráticos, participen en las elecciones y resuelvan las cuestiones pendientes únicamente por medios pacíficos;


19.
Insta encarecidamente a la comunidad internacional a que, para dar efecto a la resolución 48/1 adoptada por la Asamblea General el 8 de octubre de 1993, responda generosa y positivamente a la petición de asistencia del pueblo de Sudáfrica para la reconstrucción económica de su país y vele por que la nueva Sudáfrica comience su existencia sobre una base económica firme;


20.
Apoya los esfuerzos desplegados por el Secretario General, junto con todas las partes interesadas, para poner eficazmente en práctica los planes relativos a la función de las Naciones Unidas en el proceso electoral en coordinación con las misiones observadoras de la Organización de la Unidad Africana, del Commonwealth, de la Unión Europea y de las organizaciones no gubernamentales;


21.
Encarece al Gobierno de Sudáfrica, a igual que a todas las partes, la necesidad de crear un sistema judicial equitativo e imparcial y de rehabilitar, desarrollar y adiestrar una nueva fuerza de policía, cuya función principal será la de mantener la ley y el orden;


22.
Exhorta al Centro de Derechos Humanos a que responda en el momento oportuno, con la orientación del Secretario General, a las necesidades de la evolución de la situación en Sudáfrica durante el período de transición, de conformidad con las resoluciones de la Asamblea General 47/116 A de 18 de diciembre de 1992 y 48/159 A de 20 de diciembre de 1993;


23.
Pide la abolición definitiva de los artículos 29 y 50 de la Ley de seguridad interior y otras disposiciones represivas todavía subsistentes, como la Ley de seguridad pública de 1953, que no concuerdan con la nueva sociedad democrática de Sudáfrica;


24.
Pide al Centro de Derechos Humanos que ponga a disposición del nuevo Gobierno y del pueblo de Sudáfrica su experiencia en la prestación de servicios de asesoramiento para colaborar en la preparación de un programa de cooperación técnica en la esfera de los derechos humanos, que tendrá por finalidad promover el respeto de todos los derechos humanos, superar la herencia del apartheid y elevar la capacidad de los miembros de las comunidades desfavorecidas, prestando particular atención a las mujeres y los niños, y fortalecer las instituciones democráticas, sobre todo mediante la educación, el adiestramiento y la información;


25.
Pide a los órganos e instituciones del sistema de las Naciones Unidas que contribuyan a la preparación y ejecución de un programa de cooperación técnica en la esfera de los derechos humanos y del desarrollo económico y social, con inclusión del programa de la Organización Internacional del Trabajo, destinado a modificar las leyes laborales para que estén en armonía con las normas internacionales;


26.
Pide al Grupo Especial de Expertos que, en colaboración con el Comité Especial contra el Apartheid y otros órganos de investigación y vigilancia, siga examinando la situación relativa a las violaciones de los derechos humanos en Sudáfrica y, en particular, los informes de casos de tortura, malos tratos y muertes de detenidos, violaciones de los derechos sindicales, así como la situación de las mujeres y de los niños;


27.
Acoge con beneplácito la invitación del Gobierno de Sudáfrica al Grupo Especial de Expertos para que visite Sudáfrica con el fin de obtener información de particulares y organizaciones para determinar la situación de derechos humanos en Sudáfrica;


28.
Pide a las autoridades de Sudáfrica que garanticen el acceso libre y confidencial a cualquier particular u organización y que se comprometan firmemente a conceder inmunidad contra cualquier acción del Estado a toda persona u organización que proporcione pruebas;


29.
Pide al Grupo Especial de Expertos que presente un informe preliminar a la Asamblea General en su cuadragésimo noveno período de sesiones y su informe definitivo a la Comisión de Derechos Humanos en su 51º período de sesiones.

31ª sesión,

18 de febrero de 1994.

[Aprobada sin votación. Véase cap. V.  E/CN.4/1994/132]
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